
Modifica  la  Carta  Fundamental,  para establecer  un mecanismo
transitorio de retiro parcial y posterior reintegro de los fondos
previsionales,  con  ocasión  de  la  declaración  de  un  estado  de
excepción  constitucional  de  catástrofe  por  calamidad  pública,
que signifique grave riesgo para la salud o vida de las personas
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Fundamentos:

11.-  La crisis  sanitaria  provocada por la  pandemia mundial  del  Virus

Covid-19 ha provocado, a la fecha, más de 500 mil fallecidos y más de

diez millones de personas  contagiadas en todo el mundo. Esta

lamentable situación ha acarreado una serie de dificultades y problemas

de toda índole, a saber, sanitarias, económicas, sociales, etc. Según la

autoridad sanitaria, una de las mejores y más efectivas medidas para

evitar contagiarse del virus, es evitar el contacto social, lo cual se logra

a través de cuarentenas obligatorias para la población. A raíz de ello,

diversos gobiernos alrededor del mundo han ordenado a sus ciudadanos

confinamientos masivos, situación inédita para nuestra civilización. Chile

no ha estado ajeno a dicho fenómeno, y a pesar de que la autoridad

sanitaria tardó en tomar las medidas adecuadas de repliegue, hoy día

son varias las ciudades que han restringido el libre tránsito de personas.

2.-  Consecuencia  de  lo  anterior,  la  actividad  económica  se  ha

estancado,  dada  la  paralización de gran parte del comercio y otros

sectores del mercado. A raíz de esta  situación,  hoy  el  mundo

experimenta  una  de  las  mayores  crisis  económicas  de  las  últimas

décadas.  Algunos  economistas  se  aventuran  a  homologarla  con  la

histórica recesión del año 1929. A nivel local, la crisis económica que

atraviesa nuestro país



es comparable con la vivida durante la Dictadura Militar, en el año 1982,

dada la magnitud de sus efectos, principalmente sociales. Es por ello

que el actual gobierno ha desplegado una serie de medidas sanitarias y

económicas tendientes a combatir las nefastas consecuencias dejadas

por la Pandemia, y que en Chile podrían empeorar. Así, el gobierno ha

dispuesto  de  la  aplicación  de  un  plan  económico  correspondiente a

gasto público ascendiente a 12 mil millones de dólares, los cuales

servirían  para  financiar  distintas  áreas  estratégicas  para  dar  impulso

económico a nuestro mercado. Imputable a dicho monto, se contempla

el gasto de un poco más de mil millones de dólares para financiar el

denominado  “Ingreso  Familiar  de  Emergencia”, consagrado en las

recientemente aprobadas leyes 21.230 y 21.243, el cual generaría un

aporte aproximado de cien mil pesos por persona entre quienes integren

los porcentajes más vulnerables del Registro Social de Hogares, por los

próximos  meses.  Al  mismo  tiempo,  también  con  cargo  al  monto

señalado  inicialmente,  se  dispuso  un  aumento  ascendiente  a  3  mil

millones  de  dólares  tendiente  a  financiar  el  Fondo  de  Garantía  para

pequeños y medianos empresarios  (FOGAPE), a fin de dar oxígeno a

aquellos emprendedores que han visto dificultades para sostener sus

negocios durante la crisis.

3.- Paralelamente, el gobierno impulsó la ley 21.227 “de protección del

empleo”,  bajo  la  cual  se  dispone  la  suspensión  de  los  efectos  del

contrato  de  trabajo durante  tres meses, período en el cual los

trabajadores reciben ingresos con cargo a su fondo  del  seguro  de

cesantía.  Cabe hacer presente que dicha medida no suple en ningún

caso la totalidad de la remuneración percibida por el trabajador en

virtud del contrato de trabajo objeto de la suspensión, y sólo representa

un porcentaje decreciente del mismo, durante el término que dura dicha

suspensión. Según cifras oficiales del



Instituto Nacional de Estadísticas, cerca de 690 mil personas han debido

acogerse a esta ley1.

4.- Como se puede apreciar, las medidas impulsadas por el gobierno no

satisfacen las serias necesidades de las personas durante la presente

crisis. Hemos notado ausencia de políticas públicas destinadas hacia la

clase media, la cual ha sido duramente golpeada durante los últimos

meses  a  raíz  de  los  efectos  del  Covid-19,  al  encontrarse  totalmente

desprotegida y empobrecida. Sumado a ello, al mes de junio del 2020,

los niveles porcentuales de cesantía aumentaron a un 11,2% dentro del

trimestre marzo-mayo, lo que equivale a cerca de un millón de personas

desempleadas2,  dentro  de  las  cuales  no  se  contabilizan  los  690  mil

restantes que han sido objeto de la suspensión de su contrato laboral,

como se señaló en el punto anterior.

5.- Bajo ese orden de cosas, el panorama nacional no es muy alentador

para los meses que restan del presente año. Así lo ha establecido el

Banco Central dentro de su Informe sobre Política Monetaria en el mes

de abril  pasado,  donde  proyectó  una caída  del  2,5% del  PIB  para el

presente año 2020, con lo cual nuestro país entraría en una fuerte e

inevitable recesión3. Por estos motivos, urge tomar medidas económicas

y sociales que vayan en directo beneficio de la población, en especial,

de la clase media. Lamentablemente el actual gobierno no ha actuado a

tiempo y las medidas adoptadas carecen del tinte social necesario para

el presente de nuestro país.

6.- El actual contexto descrito es un escenario que requiere se adopten

medidas  económicas excepcionales que ayuden a las personas a

superar de la mejor manera

1 Fuente. https://www.elmostrador.cl/mercados/2020/06/30/el-rudo-invierno-de-la-economia-nacional-
desempleo-en-dos-digitos-pone-presion-a-la-nueva-agenda-de-medidas-del-gobierno/
2 Fuente: https://www.elmostrador.cl/mercados/2020/06/30/el-rudo-invierno-de-la-economia-nacional-
desempleo-en-dos-digitos-pone-presion-a-la-nueva-agenda-de-medidas-del-gobierno/
3 Informe sobre Política Monetaria, Banco Central de Chile, abril 2020.

https://www.elmostrador.cl/mercados/2020/06/30/el-rudo-invierno-de-la-economia-nacional-desempleo-en-dos-digitos-pone-presion-a-la-nueva-agenda-de-medidas-del-gobierno/
https://www.elmostrador.cl/mercados/2020/06/30/el-rudo-invierno-de-la-economia-nacional-desempleo-en-dos-digitos-pone-presion-a-la-nueva-agenda-de-medidas-del-gobierno/
https://www.elmostrador.cl/mercados/2020/06/30/el-rudo-invierno-de-la-economia-nacional-desempleo-en-dos-digitos-pone-presion-a-la-nueva-agenda-de-medidas-del-gobierno/
https://www.elmostrador.cl/mercados/2020/06/30/el-rudo-invierno-de-la-economia-nacional-desempleo-en-dos-digitos-pone-presion-a-la-nueva-agenda-de-medidas-del-gobierno/


ésta histórica crisis económica. Necesitamos inyectar recursos para

aliviar los costos  asumidos  por  la  economía  familiar,  y  así  dotar  de

mayor tranquilidad entre quienes no lo están pasando bien. Ante ello, ha

surgido la idea de posibilitar a quienes lo necesiten, para hacer un retiro

parcial  de  dinero  desde  sus  fondos  previsionales  contenidos en las

cuentas de capitalización individual. En otras palabras, autorizar a

quienes cotizan en el sistema de pensiones regulado por el Decreto Ley

3.500 del año 1980, a acceder a una parte de los fondos (que son de su

propiedad), a fin de contar con recursos que sean de utilidad para hacer

frente a las necesidades de cada persona. Actualmente, según datos de

la Superintendencia de Pensiones, existe un total de USD 196.905 MM

(ciento  noventa  y  seis  mil  novecientos  cinco  millones  de  dólares)

equivalentes  al  ahorro  de  pensiones  contenidos  en  los  fondos  que

administran las AFPs4. En moneda local, esto equivale a $160.032.875

MM.

7.-  Según  datos  extraídos  desde  la  Superintendencia  de  Pensiones5,

hasta abril  del  año 2020 se contabilizaron 5.526.766 cotizantes dentro

del sistema de administradoras de fondos de pensiones, de los cuales,

3,1 millones correspondía a hombres y 2,3 millones a mujeres. Del total

señalado,  el  38,83%  de  los  cotizantes,  esto  es,  2.178.160  personas,

poseen 5 millones de pesos o menos acumulados dentro de sus fondos

de pensiones,  quienes,  de  optar  a  hacer  uso de  su  derecho  a  retiro

establecido  en  el  presente  proyecto,  podrían  percibir  un  monto

equivalente  a  seiscientos cincuenta mil pesos (un poco más del

equivalente a dos ingresos mínimos mensuales). En la misma situación

se encontrarían la mayoría de las 472.324 personas, que actualmente

cuentan con fondos acumulados entre 5 a 7 millones de pesos. A su vez,

536.165 personas, que representan el 9,55% de los cotizantes, cuentan

actualmente con ahorros entre 7 a 10 millones de pesos, en cuyo caso,

podrían hacer retiro de fondos que van entre 700 mil pesos a un millón

de pesos.



4 Fuente: Ficha estadística Previsional N° 91, junio del 2020, Superintendencia de Pensiones de Chile.
5 Fuente: Superintendencia de Pensiones.



Por  su  parte,  620  mil  personas  (que  representan  un  11%  de  los

cotizantes), contarían con fondos entre 10 a 15 millones de pesos, los

cuales podrían solicitar retiros desde un millón a un millón y medio de

pesos,  según  sea  el  caso.  Las  personas  pertenecientes  al  tramo

correspondiente  entre  quienes  poseen  en  sus  ahorros  previsionales

desde 15 millones de pesos hasta 20 millones, que equivalen a un 7,54%

de  los  cotizantes  (422  mil  afiliados),  podrían  eventualmente  retirar

montos desde 1,5 millones a 2 millones de pesos. Por último, 527 mil

afiliados  (9,49%  del  total  de  cotizantes),  poseen  en  sus  cuentas  de

capitalización  individual,  entre  20  y  30  millones  de  pesos,  pudiendo

retirar, en virtud del presente proyecto, desde 2 millones de pesos hasta

el tope máximo autorizado de 3 millones de pesos.  En  la  misma

situación se encuentran quienes poseen más de 30 millones de pesos en

ahorros previsionales. En consecuencia, nuestra iniciativa propone que

los afiliados puedan retirar un monto base superior a los ingresos fijados

como límite  a  la línea de la pobreza6, y también muy superior a lo

contemplado en el aporte estatal ofrecido por este gobierno a través del

Ingreso Familiar de Emergencia. Se establece  un  límite  máximo

susceptible de ser retirado, el cual no podrá ser superior al 10% del total

contenido en cada cuenta de capitalización individual de cada afiliado,

en virtud de la responsabilidad que debe existir asociada al retiro desde

la perspectiva de la estabilidad de los fondos y su rentabilidad.

8.- Finalmente, y con el objeto de minimizar el impacto futuro dentro del

monto final  que el afiliado recibiría al momento de pensionarse, el

proyecto consagra la creación de un Fondo de Reintegro, el cual tendrá

por finalidad única ir reestableciendo a las  cuentas  de  capitalización

individual, los montos retirados por los afiliados.

6 Fijada en $417.348 pesos para un hogar conformado por 4 personas. Fundación Sol: “Los verdaderos



Sueldos de Chile”, Gonzalo Durán, Marco Kremerman, agosto 2018.



Es por lo anterior que, las Diputadas y Diputados firmantes venimos en

proponer el siguiente

Es por lo anterior que, las Diputadas y Diputados firmantes venimos en

proponer el siguiente

PROYECTO DE REFORMA
CONSTITUCIONAL

Artículo Único: Modifíquese la Constitución Política de la República de

Chile incorporando una disposición transitoria trigésima novena, en el

siguiente sentido:

Disposición Transitoria Trigésima Novena:

Durante  la  vigencia  de  un  estado  de  excepción  constitucional  por

calamidad pública que signifique grave riesgo para la salud o vida de los

habitantes del país o de una o más regiones, además de sus respectivas

prórrogas, y en virtud de lo dispuesto en el artículo 19 número 18 en

relación  con  el  artículo  19  número  24  de  esta  Constitución  Política,

autorizase a los afiliados al sistema privado de administración de fondos

previsionales de capitalización individual, que aún no hayan iniciado su

trámite de jubilación, a retirar, de manera parcial, los fondos contenidos

en  su  cuenta de capitalización individual, bajo las condiciones y los

límites establecidos en los incisos que siguen.

Los afiliados podrán retirar desde un monto base equivalente a

seiscientos cincuenta  mil  pesos,  hasta  un  monto  máximo  de  tres

millones de pesos chilenos. Si el monto máximo autorizado para retiro,

de tres millones de pesos chilenos, representare más



del diez por ciento del total de los fondos contenidos en la cuenta de

capitalización individual del solicitante, sólo se autorizará el retiro de un

monto  equivalente  hasta  dicho  límite  porcentual.  Por  su  parte,  si  el

monto  base  autorizado  a  retiro  de  seiscientos  cincuenta  mil  pesos,

representaren más del 10 por ciento del total de fondos contenidos en la

cuenta de capitalización individual del solicitante, se autorizará el retiro

de éste, de manera excepcional. El retiro de fondos no estará sujeto a

cobros adicionales por parte de las administradoras de fondos de

pensiones. El monto objeto de retiro no se considerará renta ni estará

afecto a tributos de ninguna índole.

Para  hacer  efectivo  el  retiro  de  fondos  establecido  la  presente

disposición, las personas deberán ejercer este derecho a través de una

solicitud ante la  administradora  de fondos  de pensiones a la  cual  se

encuentran afiliados. La administradora de fondos de pensiones deberá

gestionar la entrega al afiliado del monto solicitado durante un término

máximo de 10 días corridos contados desde la solicitud de retiro,  sin

oposición. Para este caso, los afiliados podrán solicitar la entrega de sus

fondos  en  un  solo  acto  o  a  través  de  un  máximo  de cinco

mensualidades, las cuales, en su conjunto, no podrán superar el máximo

establecido  en  el  inciso  anterior.  La  administradora  de  fondos  de

pensiones  deberá  facilitar  instancias  no  presenciales  para  que  los

cotizantes ejerzan el derecho de retiro.

Una vez efectuado el retiro de fondos desde la cuenta de capitalización

individual, la administradora de fondos de pensiones deberá informar a

la Superintendencia de Pensiones dentro de un plazo de 30 días corridos

acerca de aquellos afiliados que hayan ejercido su derecho a retiro y su

monto  efectivo.  La  Superintendencia  de  Pensiones  conformará  una

nómina de aquellos  afiliados que realicen retiros  de fondos,  para los

efectos de su reintegro.

Créase el Fondo de Reintegro, cuyo objetivo único será el de financiar el

reintegro de los montos retirados desde las cuentas de capitalización



individual de aquellos



afiliados  que  hayan  ejercido  este  derecho,  durante  el  estado  de

excepción constitucional por calamidad pública. El patrimonio del Fondo

de Reintegro se financiará mediante un activo que cada administradora

deberá mantener, equivalente al 2 por ciento de cada fondo sujeto a su

administración. Dicho fondo se regirá, en lo que no sea incompatible, por

las reglas del Encaje establecidas en la ley que establece el sistema de

pensiones.  El  Fondo de Reintegro permanecerá vigente hasta cumplir

con  la  totalidad  de  los  reintegros  a  los  retiros  solicitados  por  los

afiliados.  Una vez  cumplido dicho  objetivo,  el  Fondo de Reintegro  se

entenderá  disuelto por el sólo ministerio de la ley. El Estado podrá

realizar aportes a los Fondos  de  Reintegro  mantenidos  por  cada

administradora de fondos de pensiones, con el fin de coadyuvar en el

reintegro de los montos retirados por cada afiliado que haya ejercido su

derecho.

El  retiro  solicitado  por  el  afiliado  desde  su  fondo  de  capitalización

individual, deberá  ser reintegrado a dicha cuenta, por parte de la

respectiva administradora, reajustado  en  virtud  de  la  variabilidad

porcentual del índice de precios al consumidor vigente a la fecha del

reintegro, con cargo al fondo señalado al inciso anterior. El reintegro se

realizará  en un solo  acto,  y  se  hará  efectivo  en cualquier  momento,

contado desde que se ejerce el derecho a retiro hasta antes de que el

afiliado cumpla la edad establecida en la ley para tener derecho a la

pensión por vejez.

El Estado velará para el oportuno cumplimiento en el reintegro de los

fondos retirados por los afiliados.
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